
CAPÍTULO III

DESPLAZAMIENTOS CLIMÁTICOS 
TRANSFRONTERIZOS 

Y PRINCIPIO DE NO DEVOLUCIÓN

Gloria Fernández Arribas  1

I.	 INTRODUCCIÓN

Podría resultar un lugar común señalar el impacto que el 
cambio climático tiene actualmente en los desplazamientos de 
personas, así como el gran impacto que tendrá en un futuro, y 
ello dado los numerosos estudios e informes que recogen dicha 
realidad (UNHCR, 2008; UNHCR, 2009; Kraler et al., 2011; 
The Nansen Conference, 2011; Comisión Europea, 2013; Ba-
rros et al., 2014; ACNUDH, 2018; UNFCC, 2018; Flavell et 
al., 2020; IOM, 2021; du Parc y Naess, 2024), además de men-
cionarse en acuerdos internacionales, sean o no de carácter 
vinculante, o en distintas resoluciones de carácter internacional 
(NU, 2015; AGNU, 2016; AGNU, 2018; ILA, 2019).

Del mismo modo, ha sido ampliamente mencionada la parti-
cipación de distintos factores en los motivos por los que se llevan 
a cabo estos desplazamientos (Arenas Hidalgo, 2012: 225; Scott, 
2014: 409; McAdam, 2020: 712; Corti Varela, 2023: 16; McA-
dam y Scissa, 2024), no siendo el cambio climático el exclusivo, 
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ya que a este se unen cuestiones económicas, sociales o de segu-
ridad, por lo que resulta difícil identificar el cambio climático 
como único motivo de desplazamiento. En este sentido, es nece-
sario señalar que las migraciones climáticas han sido parte de la 
historia (Caskey, 2020: 1), sobre todo en culturas trashumantes 
(UNEP, 2011; Arhin-Sam et al., 2022; Castañeda-Quintana, 
2023), y es necesario diferenciarlas de las situaciones vividas 
hoy día, además de precisar que aquellas migraciones que se 
consideraban históricas y parte de la cultura de ciertas regiones 
se encuentran actualmente también con dificultades.

A este respecto habría que realizar dos aclaraciones. Por 
un lado, es necesario destacar que las migraciones estaciona-
les, que son climáticas y que se dan o daban anualmente en 
algunas regiones, no son desplazamientos provocados por el 
cambio climático, sino de adaptación a los cambios cíclicos 
del clima en dichas regiones. Por tanto, mientras que las mi-
graciones estacionales tradicionales suponían una adaptación 
temporal a las estaciones produciéndose una circularidad en 
las mismas (Felipe Pérez, 2022: 43‑54), los efectos provocados 
por los desplazamientos generados por el cambio climático 
son diferentes. El cambio climático puede manifestarse me-
diante efectos de carácter progresivo (slow-onset effects), como 
por ejemplo los casos de sequía o aumento del nivel del mar, 
que propician que las personas desplazadas no puedan volver 
a su lugar de origen dada la dificultad de que la zona vuel-
va a ser habitable. Y mediante efectos de carácter repentino 
(sudden-onset effects), como por ejemplo las inundaciones, 
que tampoco permiten el regreso de las personas desplazadas 
debido a la posibilidad de que dichos fenómenos se vuelvan 
recurrentes haciendo imposible la vida en dichas zonas.

Por otro lado, hay que precisar que aquellas migraciones que 
se consideraban históricas y parte de la cultura de ciertas re-
giones se encuentran actualmente también con dificultades. Si 
bien las migraciones estacionales de adaptación al clima tienen 
una tradición histórica y se siguen mantenido en algunas regio-
nes, el aumento del control en las fronteras y la securitización 
de las mismas ha llevado a que dichas actividades trashumantes 
sean cada vez más complicadas (Fernández Arribas, 2023: 54).
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Una vez señaladas estas diferencias en los desplazamientos, 
nos centraremos en aquellos que tienen un origen relativamente 
reciente, y que se encuentran en los efectos adversos que el cam-
bio climático está produciendo especialmente en determinadas 
regiones, en las que la capacidad de adaptación debido a la situa-
ción socio-económica, cultural o política de los países hace que 
dichos efectos sean más graves o se multipliquen (Scott, 2014: 
409‑410; Verdú Baeza, 2023: 14; McAdam y Scissa, 2024).

En estos casos, los desplazamientos son principalmente 
de carácter interno, pero cada vez son mayores los desplaza-
mientos de carácter internacional (Ammer y Mayrhofer, 2023: 
323; Fernández Arribas, 2023: 104; The Nansen Conference, 
2011: 24), surgiendo aquí la cuestión de la regulación jurídica 
que debe otorgarse a los mismos y el estatuto jurídico de las 
personas que se desplazan internacionalmente  2.

Las diversas opciones planteadas podrían resumirse en con-
siderar a estas personas como migrantes y por tanto aplicar la 
normativa en materia migratoria tomando en cuenta la par-
ticularidad del motivo migratorio, o bien, considerar a estas 
personas necesitadas de protección internacional y aplicar los 
instrumentos relativos en la materia, tomando también en consi-
deración la particularidad del motivo de huida. Dentro de estas 
dos opciones se pueden plantear distintos tipos de regulación, 
que van desde la adopción de normativa específica para estos 
casos, a la interpretación y aplicación de la normativa existente.

Es necesario señalar que en base a estas dos opciones se 
han realizado numerosas propuestas para regular la situación 
jurídica de estas personas, sin que ninguna de ellas haya sido 
ampliamente aceptada ni recogida en instrumentos interna-
cionales de carácter vinculante, con una excepción llamativa, 
el Australia-Tuvalu Falepili Union Treaty (2023), en el que, 
reconociendo las únicas y especiales circunstanciadas a las 
que se enfrenta Tuvalu debido al cambio climático, se decide 
«proporcionar a los ciudadanos de Tuvalu una vía especial de 

2  Esta cuestión se analiza en profundidad, en el capítulo iv de esta 
obra, por el profesor Jarrillo Aldeanueva.
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movilidad humana para acceder a Australia, basada en un 
entendimiento y un compromiso compartidos para garantizar 
la movilidad humana con dignidad» [art. 1b)].

De entre las dos opciones planteadas, en este trabajo nos 
centraremos en aquella referida a la necesidad de otorgar 
protección internacional a estas personas, y concretamente en 
cómo el principio de no devolución podría plantearse como 
opción para garantizar la permanencia en territorio de terce-
ros Estados de las personas que huyen por motivos climáticos, 
si bien, enfocándolo principalmente en el ámbito europeo de-
bido al desarrollo que este principio ha tenido en la jurispru-
dencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

II.	 LA FIGURA DE LA PROTECCIÓN 
INTERNACIONAL COMO SOLUCIÓN A LOS 
DESPLAZAMIENTOS CLIMÁTICOS

A la hora de enfocar, en el ámbito de la protección inter-
nacional, la regulación del estatuto jurídico de las personas 
que se desplazan como consecuencia del cambio climático, 
debemos establecer como punto de partida la asunción de que 
dichas personas huyen de su lugar de origen. El concepto de 
huida y el hecho de no poder regresar debido al riesgo de 
persecución o de sufrir daños graves es lo que determina la 
necesidad de protección internacional, que a su vez determina 
la obligatoriedad del Estado de permitir la entrada y estancia 
de estas personas en su territorio (art. 1 AGNU, 1951; arts. 9 
y 10 Directiva 2011).

Esto presenta una diferencia importante respecto del tra-
tamiento de estas personas como migrantes económicos  3, ya 
que, partiendo del reconocimiento de unos derechos míni-
mos, y en ausencia de acuerdo específico, no conlleva para los 
Estados la obligación de permitir la entrada y permanencia 
de nacionales de terceros Estados en su territorio.

3  Véase en este mismo libro, el capítulo v en el que el profesor Corti 
Varela desarrolla este tema.
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En todo caso, es cierto que es posible considerar que las 
condiciones socio-económicas de un país también llevan a la 
huida de su población buscando mejores oportunidades, si 
bien, la protección internacional hasta la fecha se ha venido a 
separar de dichas situaciones socio-económicas, siempre que 
no supongan a un riesgo para la vida o integridad de las per-
sonas (Cassese, 1991; Corti Varela et al., 2025)  4.

Por tanto, y en el caso de desplazamientos internacionales 
ocurridos como consecuencia principalmente de los efectos ad-
versos del cambio climático, debemos partir de la base de que 
dichos desplazamientos son de carácter forzado  5 (Felipe Pérez, 
2022: 80; Verdú Baeza, 2023: 7; Corti Varela et al., 2025: 14), 
huyendo dichas personas de sus países de origen debido al riesgo 
que supone para su vida e integridad física la permanencia en 
el mismo. Y en este sentido, la Corte Internacional de Justicia 
ha señalado recientemente que las condiciones resultantes del 
cambio climático pueden poner en peligro la vida de las perso-
nas y llevarlas a buscar seguridad en otro país (CIJ, 2025: 378).

Una vez establecida la posibilidad de su encuadre entre 
el grupo de personas que necesitan de protección interna-
cional, es necesario determinar si las mismas entrarían en 
los regímenes de protección internacional existentes hasta 
la fecha, tanto universales como regionales. Y es en estos 
casos donde, si bien no se ha llegado a una solución, sí par-

4  En este sentido es necesario hacer referencia a jurisprudencia del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos en materia de no devolución por 
cuestiones sanitarias, en las que las condiciones socioeconómicas del país 
del demandante juegan un papel esencial a la hora de determinar su de-
volución y la posible violación del art. 3 del Convenio. N. c. Reino Unido 
(TEDH, 2008); D. c. Reino Unido (TEDH, 2008); Paposhvili c. Bélgica 
(TEDH, 2016).

5  La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su opinión con-
sultiva de 3 de julio de 2025, señalaba, en relación con cómo el cambio cli-
mático propiciaba la movilidad, que «otros impactos del cambio climático 
tales como la pérdida de tierras fértiles, sequías, inestabilidad en los ciclos 
del agua, pérdida de cultivos, aumento del nivel del mar o aumento drás-
tico de las temperaturas, que redundan en falta de seguridad alimentaria, 
escasez de agua o inseguridad física para habitar el lugar de residencia 
habitual». (CIDH, 2025: 417).
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ce existir un consenso en considerar que estas personas no 
cumplirían con los criterios de la Convención de Ginebra 
sobre el Estatuto de Refugiado y que, por tanto, el término 
refugiado climático, que comenzó a utilizarse en los años 
ochenta (El-Hinnawi, 1985)  6, no es el adecuado (UNHCR, 
2009; The Nansen Conference, 2011; Borrás y Villavicencio 
Calzadilla, 2021; Felipe Pérez, 2022).

Para hacer frente a esta situación se han realizado propues-
tas que van desde la reforma de la Convención de Ginebra 
sobre el Estatuto de los Refugiados (Jolly y Nafees, 2014)  7, a la 
creación de tratado específico (Prieur, 2011)  8. Estas propuestas 
deben ser analizadas en relación con el sentir actual de los Es-
tados, entre los que se ha instalado una política centrada en un 
rechazo, criminalización (de la Orden Bosch, 2024) o, como 
mínimo, un interés en aumentar la dificultad de entrada y re-
sidencia de nacionales de terceros Estados (CEAR, 2024; Nei-
dhardt, 2024), por lo que cualquier propuesta que tenga como 
finalidad aumentar los supuestos que permitirían la entrada y 
residencia de extranjeros tiene pocos visos de prosperar.

La segunda opción ha sido la de llevar a cabo una inter-
pretación de la normativa existente a fin de dar cabida a es-
tas personas, y que se corresponde con la opción seguida por 
el Comité de Derechos Humanos en el caso Teitiota (HRC, 
2020). Si bien este asunto no tuvo como resultado el otorga-
miento de protección para el solicitante, sí estableció la posibi-
lidad de que el cambio climático pudiese en un futuro afectar 
a los derechos reconocidos en el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos, dando lugar a la aplicación del prin-

6  A pesar de ello, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de 
nuevo en su opinión consultiva 3 de julio de 2023, señala entre los meca-
nismos para garantizar la protección de estas personas el otorgamiento del 
estatus de refugiado o similares. (CIDH, 2025: 433).

7  Como señalan Corti Varela et al. (2025) existen reticencias respec-
to de esta propuesta ya que puede conllevar una reducción del estándar de 
protección.

8  Draft Convention on the International Status of Environmentally-
Displaced Persons. Se trata de una iniciativa llevada a cabo por distintos 
departamentos y centros de la Universidad de Limoges.
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cipio de no devolución (non-refoulement), además de «crear 
una vía de acceso a la Convención sobre los Refugiados u otra 
jurisdicción de personas protegidas» (HRC, 2020).

En el ámbito regional, concretamente en el europeo, la 
tendencia ha sido la segunda de las mencionadas, centrada en 
una interpretación de la normativa existente en al ámbito de 
la Unión Europea (UE), o en la aplicación del principio de no 
devolución en el ámbito del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos. Respecto de la normativa de la UE, las dos opcio-
nes planteadas como posible aplicación a estos casos —la pro-
tección subsidiaria y la protección temporal—, se encuentran 
con problemas derivados de su propia regulación, requisitos 
de aplicación y efectos. De este modo, en el caso de la pro-
tección temporal  9, la misma presenta la necesidad de llegada 
masiva de personas, que solo se producirían en caso de even-
tos climáticos de carácter repentino, así como la necesidad de 
su activación por parte de la Comisión Europea con autoriza-
ción del Consejo. Por otra parte, se plantea el problema de la 
propia temporalidad de la protección, dado que no permitiría 
que fuese más allá de dos años, lo que, en caso de una degra-
dación ambiental permanente y prolongada en el tiempo, no 
sería una solución (Fernández Arribas, 2023).

Respecto de la protección subsidiaria, si bien los tratos in-
humanos o degradantes recogidos en el art. 15b) de la Directi-
va 2011/95/UE pudieran interpretarse de manera amplia con 
el fin de dar cabida a la situación en la que se encuentra un 
solicitante debido a los efectos adversos del cambio climático, 
la dificultad de su aplicación se encuentra con la necesidad 
que establece el art. 6 de existencia e identificación de agentes 
causantes del daño grave. Esta necesidad fue confirmada por 
el Tribunal de Justicia de la UE en asunto M’Bodj (TJUE, 
2014), cuando señalaba que el art. 6 de la Directiva «contiene 
una enumeración de los agentes de los daños graves, lo que 
refuerza la idea de que esos daños deben nacer de la conducta 
de un tercero», y ha sido también confirmada por ejemplo por 
los tribunales alemanes (Scholoss, 2021). En todo caso, resulta 

9  Directiva 2001/55/CE.
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interesante señalar que, en el caso de Austria, dicho requisito 
no ha sido tomado en consideración, permitiendo el otorga-
miento de protección subsidiaria por motivos medioambien-
tales, si bien ello se debe a que el propio Estado, al trasponer 
la Directiva de la UE, excluyó dicho requisito de su normativa 
nacional, lo que ha dado lugar también a un reconocimien-
to del error en la trasposición, así como a una serie de pro-
nunciamientos judiciales nacionales para aclarar la situación 
(Ammer y Mayrhofer, 2023: 336‑339).

Dada, por tanto, esta dificultad de aplicación de la norma-
tiva de la UE en materia de protección internacional, se ha 
puesto el foco en la protección a través de los derechos huma-
nos, y concretamente a través del principio de no devolución 
como respuesta a una posible violación de derechos en los paí-
ses de origen. Esta opción tampoco resulta de fácil aplicación 
y no está exenta de dudas interpretativas.

III.	 �¿EL PRINCIPIO DE NO DEVOLUCIÓN 
COMO SOLUCIÓN?

1.  La conexión entre el principio de no devolución y 
los efectos del cambio climático

El asunto Teitiota puso sin duda el foco en la aplicación 
del principio de no devolución como medio para garantizar 
la protección de las personas que huyen de sus países de ori-
gen por motivos climáticos  10. Si bien el Comité de Derechos 
Humanos finalmente estableció, como señalaba en su opinión 
disiente Duncan Laki Muhumuza, unos umbrales tan altos 
que prácticamente se hacía necesario que el daño a la vida ya 
se hubiese producido (HRC, 2020). En todo caso, esta deci-
sión permite concluir sobre la existencia de un vínculo causal 
directo entre las amenazas medioambientales y los desplaza-
mientos forzosos para sobrevivir, lo que podría dar lugar a la 
violación el art. 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos. Es esta violación la que podría desencadenar la 

10  Véase en este mismo volumen, el capítulo vi de Gracia Pérez.
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obligación de no devolución por parte de los Estados, pudien-
do obtener estas personas protección en virtud de la aplica-
ción de la normativa internacional en materia de derechos 
humanos (Scissa, 2022: 7). Esta posición ha sido confirmada 
por la Corte Internacional de Justicia en su Opinión Consul-
tiva de 23 de julio de 2025, en la que señala que los Estados 
tienen obligaciones respecto del principio de no devolución 
cuando existan motivos fundados para creer que existe un 
riesgo real de daño irreparable del derecho a la vida, confor-
me al art. 6 del Pacto, en el caso de devolución de una persona 
a su país de origen (CIJ, 2025: 378).

Esta decisión del Comité ha llevado también a la doctrina 
a realizar un análisis en el ámbito de los sistemas regionales de 
derechos humanos, principalmente en el ámbito del Conve-
nio Europeo de Derechos Humanos, con el fin de identificar 
una posible aplicación del principio de no devolución para 
proteger a las personas que huyen de sus países como conse-
cuencia de los efectos adversos del cambio climático.

Centrándonos en el ámbito del Convenio Europeo, el prin-
cipio de no devolución no se recoge expresamente en el texto, 
lo que ha llevado al Tribunal a desarrollarlo con el fin de pro-
teger algunos de los derechos recogidos expresamente en dicho 
Convenio. Este principio ha tenido un amplio desarrollo desde 
su primera aplicación en el caso Soering (TEDH, 1988) y ha 
venido a actuar como medio de protección también para los 
casos de denegación de protección internacional por parte de 
los Estados miembros, principalmente porque, bien se había 
producido una incorrecta valoración de los elementos a tener 
en cuenta para determinar si la persona, al regresar a sus país 
de origen, sufriría riesgo de persecución, como en el asunto 
Said c. Países Bajos (TEDH, 2005); bien porque las circunstan-
cias que llevaban a la persona a huir o el peligro que corría en 
caso de devolución no encajaba en los supuestos establecidos 
en la normativa de protección internacional, como en el asun-
to Abu Qatada c. Reino Unido (TEDH, 2012).

En este sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Huma-
nos ha reconocido la aplicación del principio de no devolu-
ción en numerosos casos en relación con el art. 3 CEDH, rela-
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tivo a la prohibición de tratos inhumanos o degradantes, y en 
un caso en relación con el art. 6 CEDH, relativo al derecho a 
un proceso justo (TEDH, 2012).

Es necesario señalar que el Tribunal nunca ha reconocido 
la aplicación del principio de no devolución en base única-
mente al art. 2 CEDH, relativo al derecho a la vida, lo que 
establece una primera diferencia respecto del caso Teitiota, en 
el que el principal derecho que se podría considerar afectado 
era el del art. 6 del Pacto, el relativo al derecho a la vida.

Esta jurisprudencia del Tribunal limita, en gran medida, la 
posibilidad de aplicación del principio de no devolución a los 
casos de desplazados internacionales por motivos medioam-
bientales. Si bien el Tribunal tiene una desarrollada jurispru-
dencia en materia de responsabilidad estatal por violación del 
derecho a la vida y el derecho a la vida privada y familiar por 
motivos medioambientales, la cual pudiera servir de base para 
interpretar cómo afecta el daño medioambiental a los derechos 
recogidos en la Convención, dicha jurisprudencia está conecta-
da únicamente con derechos en relación con los que el Tribunal 
no ha reconocido hasta la fecha el principio de no devolución.

En este sentido, resulta de especial interés el asunto Bu-
dayeva y otros c. Rusia (TEDH, 2008), en el que el Tribunal 
consideró que se había producido una violación del derecho a 
la vida, no solo por la muerte de personas debido a una riada, 
sino también por la exposición de los demandantes a un riesgo 
mortal (TEDH, 2008: 158). En este caso se responsabilizaba 
al Estado ruso por no haber tomado medidas de precaución 
para proteger el derecho a la vida (TEDH, 2008: 159). En 
relación con este asunto podríamos preguntarnos qué impe-
diría al Tribunal aplicar el mismo razonamiento en caso de 
devolución cuando existe el riesgo de que el solicitante pueda 
verse afectado por desastres naturales y su vida se encuentre 
en peligro (McAdam, 2012: 60). Sin embargo, como señalá-
bamos, la violación del derecho a la vida nunca se ha tomado 
en consideración por el Tribunal de manera individual en ca-
sos de aplicación del principio de no devolución, por lo que 
resultaría difícil que el Tribunal aplicara esta solución.
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Del mismo modo, el art. 8 CEDH relativo al derecho al 
respeto a la vida privada y familiar ha sido referido a la hora 
de buscar la aplicación del principio de no devolución en los 
casos de los efectos adversos del cambio climático. En este sen-
tido, en el asunto Bensaid c. Reino Unido (TEDH, 2001), el 
Tribunal consideró que el trato que podría sufrir una persona 
en caso de regreso a su país de origen, si bien pudiera no supe-
rar el umbral de gravedad requerido para tratarse una viola-
ción del art. 3 CEDH, sí podría dar lugar a violación del art. 8 
CEDH si existiesen efectos suficientemente perjudiciales para 
la integridad física y moral (TEDH, 2001:46). Debido a ello, 
se ha venido a señalar que, la devolución de una persona a su 
país de origen donde sufriría los efectos adversos del cambio 
climático o los efectos posteriores a un desastre natural podría 
considerarse que afectaría gravemente a su integridad física 
y moral y, por tanto, podría conllevar la violación del art. 8 
CEDH (Scott, 2014; Scissa, 2022). En todo caso, es necesario 
mencionar que el Tribunal en el asunto Bensaid, a pesar de 
reconocer que dicha afectación al derecho a la vida podría 
darse en caso de devolución, estableció que la mencionada 
injerencia en el derecho a la vida privada y familiar cumplía 
con los requisitos del segundo párrafo del art. 8 CEDH, esto 
es, se trataba de una medida «conforme a la ley» que perse-
guía los objetivos de proteger el bienestar económico del país 
y prevenir del desorden y la delincuencia, siendo la medida 
«necesaria en una sociedad democrática» (TEDH, 2001: 48). 
Por tanto, la posibilidad de aplicación del principio de no de-
volución en el ámbito del art. 8 CEDH parece altamente im-
probable.

En base a esta jurisprudencia, consideramos determinante 
a la hora de analizar las decisiones del Tribunal respecto de la 
posible aplicación del principio de no devolución en relación 
con los artículos del Convenio referidos previamente, el hecho 
de que el art. 3 del CEDH es de carácter absoluto, mientras 
que los arts. 2 y 8 no gozan de dicha consideración. A pesar de 
ello, en el asunto Abu Qatada c. Reino Unido (TEDH, 2012), 
el Tribunal llevó a cabo la aplicación del principio de no de-
volución en relación con art. 6 CEDH relativo a un proceso 
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equitativo. En este caso nos encontrábamos ante la devolu-
ción de una persona a Jordania donde sería juzgada de nuevo 
(previamente había sido juzgada en rebeldía) tomando como 
base pruebas obtenidas bajo tortura, esta situación permite 
una cierta conexión con la prohibición establecida en el art. 3 
CEDH y su consideración como norma fundamental. En este 
sentido, el Tribunal establecía que esta persona sería juzgada 
«violando una de las normas más fundamentales de la justicia 
penal internacional, la prohibición del uso de pruebas obteni-
das mediante tortura» (TEDH, 2012: 285).

Por tanto, dada esta jurisprudencia podríamos concluir 
que sería art. 3 CEDH aquel que mejor podría encajar en los 
riesgos que sufren las personas que huyen como consecuencia 
de los efectos del cambio climático, y ello a fin de poder apli-
car el principio de no devolución y permitir la permanencia 
en territorio de los Estados parte en el Convenio.

2.  Los efectos del cambio climático y su relación 
con la prohibición de tratos inhumanos y 
degradantes

Los efectos adversos del cambio climático han sido amplia-
mente manifestados, pudiendo centrarlos en el ámbito que nos 
interesa en sequias, riadas, aumento del nivel del mar que afec-
tan a la producción agrícola y medios de subsistencia y que pro-
vocan enfermedades, salinización de la tierra o la inundación 
permanente de zonas habitables (IPCC, 2018; 2022). Por tanto, 
a la hora de aplicar el art. 3 CEDH  11 y el principio de no devo-
lución es necesario determinar si las situaciones descritas llega-
rían al umbral necesario de gravedad para determinar una vio-
lación de dicho artículo, requisito no exento de dificultades  12.

11  Art. 3: «Prohibición de la tortura. Nadie podrá ser sometido a tortu-
ra ni a penas o tratos inhumanos o degradantes».

12  Tal y como señala Corti (2023:26), hasta la fecha, el TEDH ha 
seguido una tesis restrictiva, y los casos de tribunales nacionales en los que 
se ha otorgado protección, el factor climático no era la única causa.
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De la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos relativa a trato inhumano o degradante podemos 
extraer elementos y requisitos que, de aplicación a los casos 
de huida debido a los efectos adversos del cambio climático, 
podrían dar lugar, a primera vista, a la aplicación del prin-
cipio de no devolución.

Para ello, es necesario comenzar por el asunto M.S.S. c. 
Bélgica y Grecia (TEDH, 2011), en el que el Tribunal con-
sideró que la devolución de un solicitante de protección in-
ternacional de Bélgica a Grecia conllevaba la violación del 
art. 3 debido a las condiciones en las que se encontró esta 
persona una vez devuelta: «en la calle, sin recursos, sin ac-
ceso a instalaciones sanitarias, sin forma de satisfacer necesi-
dades básicas», lo que había «despertado en él sentimientos 
de miedo, angustia e inferioridad capaces de conducir a la 
desesperación». Estas condiciones unidas a la incertidumbre 
y ausencia de posibilidades de mejora constituían una vio-
lación del art. 3 CEDH (TEDH, 2011: 263). En todo caso, 
el Tribunal señaló la especial vulnerabilidad de la persona 
al ser solicitante de protección internacional (TEDH, 2011: 
262‑263). Este asunto permite, por tanto, determinar que las 
condiciones de vida pueden conllevar también la existencia 
de un trato inhumano o degradante.

Esta línea de pensamiento se pudo observar de nuevo en 
el asunto Sufi y Elmi c. Reino Unido (TEDH, 2011), tratán-
dose en este caso de la devolución de dos personas a Sudán 
donde, dada la situación de inseguridad debido al conflicto 
armado, acabarían en el campo de personas desplazadas del 
corredor de Afgooye, en el que existía un limitado acceso a 
alimentos y agua, siendo el alojamiento también un proble-
ma dado que los propietarios trataban de explotar la situa-
ción para obtener beneficios; o en el campo de refugiados de 
Daadab en Kenia, donde existía un hacinamiento extremo 
de personas y el acceso a refugio, agua e instalaciones sanita-
rias era extremadamente limitado. El Tribunal señalaba que 
los habitantes de ambos campos eran vulnerables a la delin-
cuencia violenta, la explotación, los abusos y el reclutamien-
to forzoso (TEDH, 2011: 291). En este caso, se estableció 
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que la devolución de estas personas suponía una violación 
del art. 3 debido a las terribles condiciones humanitarias en 
dichos campos (TEDH, 2011: 292)  13.

Una primera aproximación a dichos casos permitiría con-
cluir que las condiciones de vida similares a las descritas en 
los mismos, pero como consecuencia de los efectos adversos 
del cambio climático, permitirían aplicar el principio de no 
devolución. Sin embargo, el Tribunal además de establecer 
unos mínimos de gravedad en relación con las situaciones que 
pueden considerarse como trato inhumano o degradante  14, es-
tablece la necesidad de que dichas situaciones sean provocadas 
por la acción del Estado o de actores no estatales, esto es, nece-
sita identificar la fuente del daño (TEDH, 2011: 281‑282). En 
el caso M.S.S. c. Bélgica y Grecia, la fuente del daño se encon-
traba en el deficiente sistema de acogida establecido en Gre-
cia, por tanto, en la actuación gubernamental; mientras que 
el caso de Sufi y Elmi c. Reino Unido se debía a una situación 
provocada por las distintas partes en conflicto (TEDH, 2011: 
279 y 282). Esta identificación de la fuente daño dio lugar al 
establecimiento de unos umbrales diferentes para los casos en 
los que no es identificable la fuente del daño, señalándose que 
la violación del art. 3 CEDH en estos supuestos se daría única-
mente en casos excepcionales y cuando los motivos contra la 
expulsión fuesen imperiosos (TEDH, 2011: 281‑282).

Esta jurisprudencia es también la aplicada por el Tribu-
nal a los casos médicos o situaciones en los que la devolu-
ción tenga un impacto en la salud de las personas, como en 
el asunto N. c. Reino Unido (TEDH, 2008). En estos supues-

13  La Corte Internacional de Justicia también ha reconocido que existe 
una estrecha conexión entre el medioambiente y unas condiciones ade-
cuadas de vida, que conllevan el acceso a comida, agua y alojamiento, 
pudiendo el cambio climático interferir en este derecho. (CIJ, 2025: 380).

14  «Según la jurisprudencia del Tribunal, los malos tratos deben alcan-
zar un nivel mínimo de gravedad para entrar en el ámbito de aplicación 
del art. 3. La apreciación de este nivel mínimo de gravedad es relativa; 
depende de todas las circunstancias del caso, como la duración del trato, 
sus efectos físicos y psíquicos y, en algunos casos, el sexo, la edad y el estado 
de salud de la víctima» (TEDH, 2008: 29).
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tos el Tribunal ha establecido que el empeoramiento de las 
condiciones de salud como consecuencia de la devolución a 
países de origen, provocadas por enfermedades naturales o 
como consecuencia de la falta de recursos del Estado para dar 
tratamiento y atender a estas personas, no podrían conllevar 
la violación del art. 3 CEDH (TEDH, 2008: 44). En estos ca-
sos, el umbral para considerar la aplicación el art. 3 vendría 
de nuevo a ser muy alto, como el establecido en el asunto D. 
c. Reino Unido, en el que la persona estaba gravemente enfer-
ma de VIH y próxima a la muerte, además de que en su país 
de origen no se le podía garantizar ningún tipo de atención 
médica y no tenía familia que quisiera o pudiera cuidar de él 
o proporcionarle un nivel básico de subsistencia, alojamiento 
o apoyo social (TEDH, 2008:42)  15.

Respecto de las circunstancias económicas en el país 
de destino es necesario mencionar, en relación con el caso 
M.S.S. c. Bélgica y Grecia, la situación en la que se encon-
traba el Estado griego, sumido en una profunda crisis econó-
mica desde 2008 que llevó a la intervención de la Comisión 
Europea (Tribunal de Cuentas Europeo, 2017), lo que pudo 
influir también en el no otorgamiento de las condiciones hu-
manitarias mínimas exigidas para estas personas y por tanto 
en la violación del art. 3 CEDH. A pesar de ello, podríamos 
señalar que las condiciones económicas de Grecia no alcan-
zarían el paupérrimo nivel de otros Estados en los que se ha 
negado la violación del art. 3 CEDH como consecuencia de 
la incapacidad de este de otorgar los tratamientos o el nivel de 
subsistencia adecuado, como en los casos de Uganda (TEDH, 
2008) o Afganistán (TEDH, 2013: 89)  16. En este sentido, el 
Tribunal señalaba en relación con Grecia, «su propia inac-
ción y su incumplimiento de las obligaciones positivas que le 

15  Sobre no devolución por motivos de salud véase también M’Bodj c. 
Bélgica (TJUE, 2014) MP c. Secretary of State for the Home Department 
(TJUE, 2018); X c. Staatssecretaris van Justitie en Veiligheid (TJUE, 2022); 
Paposhvili c. Bélgica (TEDH, 2016).

16  El Tribunal apuntaba a «la falta de recursos suficientes para pro-
porcionar tratamiento médico o prestaciones sociales, más que a actos u 
omisiones intencionados de las autoridades del Estado receptor».
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incumben en virtud de la legislación europea y nacional de 
proporcionar instalaciones de acogida a los solicitantes de asi-
lo» (TEDH, 2013: 90), entendiendo que, a pesar de la crisis, 
tendría capacidad para otorgar condiciones de vida dignas, 
además de tratarse el art. 3 CEDH de un derecho absoluto 
(TEDH, 2011: 223)  17.

Esta necesidad de identificar la fuente del daño no ha esta-
do exenta de críticas, además de buscar fórmulas alternativas 
para salvar dicho obstáculo. De este modo, se ha considerado 
que la aplicación de dicho requisito vendría a violar la propia 
institución del principio de no devolución, en el que la res-
ponsabilidad recae sobre el Estado que devuelve a la persona, 
no sobre el Estado receptor, de modo que, deberían tenerse 
en cuenta únicamente las circunstancias existentes en el Es-
tado receptor, no el origen de dichas circunstancias (Ammer 
y Mayrhofer, 2023: 331‑332). Del mismo modo, los Estados 
receptores no son partes de la Convención, por lo que no sería 
necesario determinar su responsabilidad. En todo caso, la in-
clusión de este requisito parece derivar de la exigencia estable-
cida en la normativa de protección internacional que requiere 
la identificación del agente persecutorio o del daño  18.

Por otra parte, se ha señalado que la jurisprudencia relativa 
a los tratamientos médicos no sería la más adecuada para apro-
ximarse a la cuestión del cambio climático, ya que se parte de 
la base de que los desastres naturales no ocurren de manera na-
tural, sino que son consecuencia de la acción de los seres huma-
nos (Ammer y Mayrhofer, 2023: 329). Por ello, se apuesta por 
que el Tribunal, cuando analice la fuente del daño, considere a 

17  El Tribunal indicó, respecto de dicha argumentación, que: «no puede 
subestimar el peso y la presión que esta situación ejerce sobre los países en 
cuestión, más pesado todavía cuando se inscribe en un contexto de crisis 
económica. El Tribunal es particularmente consciente de las dificultades que 
suponen la recepción de inmigrantes y solicitantes de asilo desde su llegada 
a los grandes aeropuertos internacionales, así como la desproporción en el 
número de solicitudes de asilo en relación con las capacidades de algunos de 
estos Estados. Sin embargo, dado el carácter absoluto del art. 3, no se puede 
exonerar a un Estado de sus obligaciones en virtud de esta disposición».

18  Véase art. 6 Directiva 2011/95/UE.
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los Estados como los agentes causantes debido al papel que han 
jugado y juegan en la evolución del cambio climático (Scott, 
2014: 422‑423; Corti Varela, 2023; Küppers, 2024: 5)  19. Este 
papel de los Estados ya ha sido reconocido por la Corte Inter-
nacional de Justicia en la ya mencionada Opinión Consultiva 
de 2025, señalando que el cambio climático está causado por la 
acumulación de gases de efectos invernadero y que el aumento 
de dichos gases se debe principalmente a la actividad humana 
(CIJ, 2025:72) contribuyendo todos los Estados, en distinto gra-
do, al riesgo que supone la emisión de dichos gases y los efectos 
derivados del cambio climático (CIJ, 2025:137).

Esta propuesta podría considerarse también de aplicación 
al supuesto de protección subsidiaria recogido por la nor-
mativa de la Unión Europea cuando se exige identificar el 
agente del daño, lo que conllevaría una interpretación bas-
tante extensiva del art. 6 de la Directiva que podría plantear 
problemas de aceptación por los tribunales, ya que el propio 
Consejo rechazó la posibilidad de que el art. 15 cubriera si-
tuaciones de desastres naturales (Mayrhofer y Ammer, 2014: 
418). Sin embargo, en el caso de aplicación del principio de 
no devolución en el ámbito del TEDH podríamos señalar la 
existencia de una mayor flexibilidad, la cual permitirá aplicar 
esta teoría del Estado como responsable del cambio climático 
y, por tanto, como fuente del daño.

El TEDH viene estableciendo que el «art. 3 se aplica prin-
cipalmente para prevenir el rechazo o la expulsión cuando 
el riesgo de que la persona sea sometida a malos tratos en el 
país de destino deriva de actos intencionados de las autorida-
des públicas de dicho país o de actos de organismos indepen-
dientes del Estado contra los cuales las autoridades no pueden 
ofrecerle una protección adecuada» (TEDH, 2008: 31), lo que 
en principio complicaría su aplicación a los desastres natu-
rales. Por otro lado, el Tribunal también ha considerado la 
aplicación del art. 3 del CEDH en los casos en los que el riesgo 

19  Corti Varela (2023: 29‑33) señala el nexo de causalidad entre el 
hombre y el cambio climático, apuesta por la aplicación del principio de 
responsabilidades compartidas para flexibilizar los criterios de acogida.
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proviene de «factores que no pueden comprometer, ni directa 
ni indirectamente, la responsabilidad de las autoridades pú-
blicas de dicho país» (TEDH, 2008: 32), si bien el umbral 
de las circunstancias en las que se encuentre la persona para 
determinar la violación del art. 3 será mayor (Coninck y Soe-
te, 2021: 426; Küppers, 2024: 4; Jastram et al., 2025: 31‑32), 
complicando de nuevo la aplicación de la no devolución en 
casos de desastres naturales.

Para salvar este obstáculo se apuesta por una interpreta-
ción de los criterios que dé cabida a la reciente jurisprudencia 
del TEDH en materia de responsabilidad del Estado por los 
efectos del cambio climático. De este modo, se adoptaría una 
posición intermedia entre las dos desarrolladas por el Tribu-
nal, cuya flexibilidad en cuanto a interpretación y relajación de 
la fuente del daño no debería plantear problemas puesto que, 
al contrario de lo que ocurre con la protección subsidiaria, el 
requisito del Estado o agentes no estatales como causantes del 
daño no se encuentra recogido en ninguna normativa, siendo 
por tanto objeto de evolución e interpretación por parte del 
Tribunal.

En esta línea, la decisión del Tribunal que vendría a funda-
mentar esta interpretación sería el asunto KlimaSeniorinnen 
c. Suiza (TEDH, 2024), en el que el TEDH estableció la po-
sible responsabilidad del Estado, de manera individual, en los 
efectos del cambio climático, y ello a pesar de tratarse de un 
problema global con múltiples actores intervinientes (TEDH, 
2024: 441‑444). En este sentido, el Tribunal señalaba que hay 
pruebas suficientes para determinar la existencia de un cambio 
climático antropogénico, el cuál puede suponer una amenaza 
para los derechos recogidos en el Convenio (TEDH, 2024: 436).

En todo caso, quizás sea el análisis realizado en relación 
con el art. 2 del CEDH el que más claramente pueda determi-
nar la posibilidad de violación de los derechos recogidos en el 
Convenio en relación con los efectos del cambio climático, así 
como permitir la aplicación de esta conclusión a la violación 
del art. 3. El Tribunal reconoce que, para que sea posible con-
siderar la violación del art. 2 CEDH por la acción o inacción 
del Estado en el contexto de cambio climático, es necesario la 
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existencia de un riesgo real e inminente (TEDH, 2024: 319), 
acercándonos a la posición mantenida por el Comité de De-
rechos Humanos en el asunto Teitiota (HRC, 2020: 8.4, 9.6). 
En todo caso, el Tribunal señala que el riesgo para la vida 
debe analizarse tomando en consideración la posibilidad de 
que los efectos adversos del cambio climático sean inevitables 
e irreversibles, y puedan aumentar y agravarse. Por tanto, y 
es aquí donde el TEDH establece finalmente los requisitos 
para considerar afectado el art. 2 CEDH, debe tratarse de 
una amenaza grave, real y suficientemente determinable para 
la vida, que contenga un elemento de proximidad material y 
temporal con el perjuicio alegado por el demandante (TEDH, 
2024: 513). A pesar de ello, y de que este razonamiento pudie-
ra aplicarse a los efectos del cambio climático en caso de devo-
lución, tal y como hemos señalado, hasta la fecha el Tribunal 
no ha reconocido la aplicación del principio de no devolución 
únicamente en base al art. 2 CEDH.

En todo caso, esta decisión del Tribunal nos permite llevar 
a cabo un nuevo enfoque en relación con el art. 3 CEDH. Así, 
nos encontramos, en primer lugar, con un reconocimiento por 
parte del TEDH —y como se ha señalado, también por parte 
de la CIJ— del carácter antropogénico del cambio climático. 
Este reconocimiento permite, además, establecer la responsa-
bilidad del Estado por no adoptar medidas nacionales para 
hacer frente a dichos efectos o mitigarlos, independientemen-
te de que haya más actores responsabilizados (TEDH, 2024: 
436; CIJ, 2025: 427‑430). Del mismo modo, el TEDH señala 
que el cambio climático puede afectar al disfrute de los dere-
chos recogidos en el Convenio, no solo al derecho a la vida, 
sino también al derecho al respeto a la vida privada y familiar 
del art. 8 (TEDH, 2024: 572). Por lo que podríamos asumir 
que, si las condiciones de vida de una persona producidas por 
los efectos del cambio climático pueden afectar al derecho a la 
vida y al respeto a la vida privada y familiar, del mismo modo 
podrían afectar a la prohibición de trato inhumano o degra-
dante. Partiendo de esta posibilidad, podríamos plantear que 
Tribunal diera un paso más en la interpretación del principio 
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de no devolución en relación con la violación del art. 3, en este 
caso debido a los efectos adversos del cambio climático.

Tomando esta base, partimos del hecho de que en caso de 
devolución de una persona a un Estado en el que sus condi-
ciones de vida, debido a los efectos del cambio climático, pu-
dieran alcanzar el ya analizado nivel de gravedad señalado por 
el Tribunal en M.S.S. c. Bélgica y Grecia y en Sufí y Elmi c. 
Reino Unido, permitiría plantear la aplicación del principio 
de no devolución. Para ello, deberíamos determinar al Estado 
como fuente del daño causado por el cambio climático, esto es, 
el daño sería consecuencia de la inacción del Estado en materia 
de prevención de los efectos adversos del cambio climático. En 
este sentido, el reconocimiento ya he hecho por el Tribunal en 
asunto KlimaSeniorinnen c. Suiza acerca del carácter antropo-
génico del cambio climático sería determinante (TEDH, 2024: 
436), y vendría ser confirmado por el reconocimiento hecho 
por la CIJ, al señalar que el hecho de que un Estado no adop-
te las medidas adecuadas para proteger el sistema climático de 
las emisiones de gases de efecto invernadero puede constituir 
un hecho internacionalmente ilícito imputable a dicho Estado 
(CIJ, 2025: 427).

A pesar de ello, el Tribunal, tanto en N. c. Reino Unido 
como en Sufi y Elmi c. Reino Unido, se refería al «acto u 
omisión del Estado receptor o de cualquier actor no estatal 
dentro del Estado receptor» (TEDH, 2011: 281), por lo que 
debía identificarse como fuente del daño al Estado receptor, 
no al Estado que envía. Esta situación supondría de nuevo 
un inconveniente, especialmente en los casos de devolución a 
países cuya actividad no ha contribuido en gran medida a los 
efectos del cambio climático, a modo contrario de lo que ha 
ocurrido con los países europeos.

En todo caso, podrían plantearse dos posibles soluciones. 
Respecto de una primera solución, es necesario señalar que 
son muy pocos los países que quedan exentos de responsabi-
lidad en materia de cambio climático, se pueden establecer 
distintos tipos de aportes a la crisis climática, si bien casi todos 
los Estados han contribuido en mayor o menor medida ( JRC/
IEA, 2024), y por ello también el Estado receptor, siendo posi-
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ble establecerlo como fuente del daño. Por otra parte, es justo 
señalar que, en el caso de África, esta representa solo el 2‑3 
por ciento de las emisiones mundiales de dióxido de carbono 
procedentes de fuentes energéticas e industriales (UNFCC, 
2006). A pesar de ello, tal y como establecía el Tribunal en 
KlimaSeniorinnen c. Suiza, la responsabilidad de todos los 
Estados en la prevención no eliminaba la responsabilidad in-
dividual (TEDH, 2024: 444)  20.

Una segunda solución pasaría por señalar que el Tribunal 
ha considerado también como posible fuente del daño a agen-
tes no estatales en el territorio de un Estado. En este sentido, 
dicha referencia debería interpretarse de manera extensiva, 
aplicándola también a agentes estatales de terceros Estados 
e, incluso de manera más general, a Estados en territorio de 
terceros Estados. De hecho, el Tribunal en el asunto Sufí y 
Elmi c. Reino Unido señalaba a las partes en el conflicto como 
agentes que habían contribuido predominantemente a la si-
tuación que conllevaba la violación del art. 3 CEDH (TEDH, 
2011: 282), entre las que se encontraban las fuerzas armadas 
etíopes (TEDH, 2011: 50), por tanto, agentes estatales. De 
este modo, en relación con los efectos del cambio climático, 
podría entenderse que son las acciones u omisiones de ter-
ceros Estados las que han provocado la situación en el país 

20  «La prueba pertinente no exige que se demuestre que, ‟de no ser 
por” el fallo u omisión de las autoridades, el daño no se habría producido. 
Más bien, lo que es importante y suficiente para atribuir la responsabilidad 
al Estado es que las medidas razonables que las autoridades nacionales no 
tomaron podrían haber tenido una posibilidad real de alterar el resultado 
o mitigar el daño lo que es importante y suficiente para atribuir la respon-
sabilidad al Estado es que las medidas razonables que las autoridades na-
cionales no tomaron podrían haber tenido una posibilidad real de alterar 
el resultado o mitigar el daño [...]. En el contexto del cambio climático, 
este principio también debe entenderse a la luz del art. 3, apartado 3, de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático (CM-
NUCC), según el cual los Estados deben adoptar medidas para anticipar, 
prevenir o minimizar las causas del cambio climático y mitigar sus efectos 
adversos».
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receptor y por tanto la fuente del daño (Scott, 2014: 423)  21, 
pudiendo aplicar así el umbral más bajo establecido en Sufí y 
Elmi c. Reino Unido o en M.S.S. c. Bélgica y Grecia.

Finalmente, tampoco debería descartarse la posibilidad 
de que las condiciones de vida de una persona en caso de de-
volución a un país que sufre gravemente los efectos adversos 
del cambio climático alcanzasen el umbral alto establecido 
por el Tribunal en D. c. Reino Unido, no siendo necesa-
rio identificar la fuente del daño. Podría afirmarse que una 
amenaza grave y real para la vida puede ir precedida de 
unas condiciones de vida inhumanas o degradantes que per-
mitan alcanzar el umbral del art. 3. Como señalaba el Tri-
bunal respecto del demandante en D. c. Reino Unido: «su 
expulsión lo expondría a un riesgo real de morir en circuns-
tancias sumamente angustiosas y, por tanto, equivaldría a un 
trato inhumano» (TEDH, 1997: 53), algo no descartado en 
los casos de los efectos del cambio climático, tal y como pue-
de observase en los informes de IPCC (IPCC, 2018, 2024).

IV.	  CONCLUSIONES

La necesidad de buscar solución a uno de los principales 
problemas de carácter humanitario como consecuencia de los 
efectos del cambio climático es admitida y compartida tanto 
por Estados como por organizaciones internacionales y or-
ganizaciones de la sociedad civil. Hasta la fecha no se han 
adoptado soluciones, más allá de regulaciones nacionales 
para otorgar protección temporal en casos de desastres natu-
rales, como huracanes, tsunamis o riadas, o en algunos casos 
una interpretación extensiva y de carácter humanitario por 
algunos tribunales nacionales.

Como se ha señalado, no existe acuerdo en la comunidad 
científica sobre el tipo de regulación jurídica que deberían te-

21  Scott (2014) señala que estaríamos hablando de múltiples actores 
en el caso de Sufi y Elmi y múltiples actores en el caso de los efectos del 
cambio climático.
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ner estos desplazamientos de personas y su estatuto jurídico. 
Esta falta de acuerdo se observa también en relación con or-
ganismos internacionales y Estados, por lo que, hasta la fecha, 
estas personas no reciben protección alguna, o bien en caso 
de recibirla, es por motivos no asociados a cuestiones relativas 
a los efectos adversos del cambio climático, o son incluidos 
entre los migrantes ordinarios, aplicándoseles la misma nor-
mativa a pesar de su particularidad.

Si partimos del hecho de que las personas que sufren los efec-
tos adversos del cambio climático no se encuentran en la misma 
situación que aquellos que abandonan un país por cuestiones 
socioeconómicas, debemos plantearnos si los mismos necesitan 
de protección internacional. En este sentido, se otorgaría en 
aquellos casos en los que las personas no pueden o no quieren 
regresar a su país de origen por el riesgo de sufrir daños graves 
provocados por los efectos adversos del cambio climático.

Dada esta situación, debemos plantearnos qué tipo de pro-
tección otorgar, siendo siempre lo más conveniente establecer 
una normativa específica o modificar la ya existente para dar 
cabida a estas situaciones. A pesar de ello, y dada la impo-
sibilidad actual de que estas opciones sean llevadas a cabo, 
debido a que cualquier opción que requiera de la voluntad 
de los Estados de ampliar los casos de acogida parece poco 
probable de prosperar, la solución hasta ahora plausible sería 
una interpretación de la normativa y jurisprudencia existente 
a fin de otorgar protección. En este sentido, se ha señalado 
la dificultad de aplicar, en el caso de la UE, la normativa en 
materia de protección internacional, planteando como alter-
nativa la aplicación del principio de no devolución recogido 
en la jurisprudencia del TEDH.

La aplicación de este principio no está exento de dificulta-
des, ya que requeriría identificar la fuente del daño, esto es, 
determinar a los Estados o agentes no estatales como causan-
tes del cambio climático que genera el daño en el solicitante, y 
ello a fin de aplicar el umbral más bajo de severidad del riesgo; 
o bien considerar que los efectos del cambio climático en caso 
de devolución someterían al demandante a unas condiciones 
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de vida tal que alcanzarían el umbral alto establecido por el 
Tribunal a fin de no necesitar identificar la fuente del daño.

En este sentido, entendemos que en el primer caso la re-
ciente jurisprudencia del Tribunal en materia medioambien-
tal, el asunto KlimaSeniorinnen c. Suiza, que reconoce el 
carácter antropogénico del cambio climático permitiría esta-
blecer a los Estados como fuentes del daño. Por otra parte, los 
informes del IPCC también permiten concluir que, a medida 
que los efectos del cambio climático sean mayores, podrían 
darse situaciones en las que las condiciones de vida alcancen 
los umbrales de severidad exigidos por el Tribunal para con-
siderar la violación del art. 3 CEDH en caso de devolución, y 
sin necesidad de identificar la fuente del daño.
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